

  [image: cubierta.jpeg]




  

    

      Faggioli, Massimo,


      «Reforma de la Curia en el Vaticano II y después del Vaticano II»,


      Concilium, noviembre 2013, nº 353, pp. 29-39.


      Trad. del italiano: José Pérez Escobar.


    




    Este artículo forma parte del nº 353 de la revista Concilium




    353




    PROPUESTAS PARA LA REFORMA DE LA CURIA ROMANA




    Luiz Carlos Susin, Silvia Scatena y Susan Ross (eds.)




    Concilium se publica en coproducción por los siguientes editores:


    SCM-CANTERBURY PRESS/Londres-Inglaterra


    MATTHIAS-GRÜNEWALD-VERLAG/DER SCHWABENVERLAG/Ostfildern-Alemania


    EDITRICE QUERINIANA/Brescia-Italia


    EDITORA VOZES/Petrópolis-Brasil


    EX LIBRIS AND SYNOPSIS/Rijeka-Croacia




    © INTERNATIONAL ASSOCIATION OF CONCILIAR THEOLOGY Y EDITORIAL VERBO DIVINO, 2008




    ISBN (DE ESTE ARTÍCULO DIGITAL): 978-84-9945-329-3




    Reservados todos los derechos. Nada de lo contenido en la presente publicación podrá ser difundido, reproducido y/o publicado mediante impresión, copia fotográfica o digital, microfilme, o en cualquier otra forma, sin el previo consentimiento por escrito de la International Association of Conciliar Theology, Madras (India) y de Editorial Verbo Divino.


  




  

    Massimo Faggioli *





    REFORMA DE LA CURIA EN EL VATICANO II Y DESPUÉS DEL VATICANO II




     




    Este artículo trata de la cuestión de la Curia romana en tres momentos fundamentales: el Concilio Vaticano II (fase preparatoria y celebración), el pontificado de Pablo VI (especialmente Regimini Ecclesiæ Universæ de 1967) y el pontificado de Juan Pablo II (sobre todo Pastor bonus de 1988). Las reformas posconciliares de la Curia han recogido solo parcialmente las novedades eclesiológicas introducidas por el concilio y han actuado sobre una estructura que continúa siendo la trazada por el papa Sixto V en 1588. La reforma montiniana, en particular, parece un legado del pontificado de Pío XII más que del concilio. La cuestión del Curia romana vuelve a plantearse, en un cierto sentido, en el punto en el que se había quedado en el Vaticano II.




    I. La cuestión de la Curia romana en el Vaticano II




    Si la reforma de 1908 había tomado nota del final del Estado Pontificio con sus consecuencias para el gobierno de la Iglesia, no obstante bajo el papa Sarto (Pío X)1 asistíamos al apogeo de la centralización romana y de las prácticas de gobierno. Todavía a mediados del siglo XX el problema principal lo constituía la Curia romana, principalmente por la distancia que se había creado entre la incipiente globalización de la Iglesia católica y la sustancial inmutabilidad del aparato de las Congregaciones frente a este cambio histórico. Las instituciones curiales (especialmente las Congregaciones y los Tribunales) se encontraron directamente implicadas en el Vaticano II, tanto desde el punto de vista jurídico como desde el teológico: una implicación que no solo concernía a la relación entre los obispos y el gobierno de las diócesis, sino sobre todo a la relación entre episcopado y primado, y la función de la Curia dentro de esta relación.




    En la fase ante-preparatoria y preparatoria del concilio (1952-1962) se reservó un gran espacio a la necesidad de la «internacionalizar» la Curia romana y a la cuestión de la excesiva centralización del gobierno de la Iglesia universal. En los vota enviados por los obispos a Roma en 1959-1960, un número significativo de padres conciliares (92) había planteado también la cuestión de los legados pontificios. Pero mucho mayor fue el espacio que se tuvo que dedicar, dado el número de vota que llegaron sobre el tema, al problema de la relación con la Curia romana y a la definición de los derechos de los obispos con respecto a los de las Congregaciones curiales, los nuncios y los delegados apostólicos. En los vota llegados a Roma se pedía una definición y un reforzamiento de los poderes de los obispos con respecto a los de la Curia romana y de los nuncios, para que los primeros dejaran de ser considerados «meros mandatarios [...] cum detrimento iurisdictionis eorum ordinariæ ex iure divino provenientis»2. Se produjo una verdadera avalancha de vota a favor de los poderes de los obispos diocesanos y de la reducción de su trabajo burocrático; de la «estabilización» de las facultades quinquenales concedidas por la Congregación consistorial de la Curia; de una ampliación de las facultades de dispensa de las leyes generales de la Iglesia; de una descentralización administrativa, para limitar los recursos a la Santa Sede; de la concesión de mayores poderes a los obispos en la disciplina penitencial y en las causas matrimoniales, en la administración de los bienes eclesiásticos y en la liturgia3.




    El comienzo del concilio en octubre de 1962, con la llegada a Roma de obispos de todos los continentes, contribuyó a dar espesor a la exigencia de un reequilibrio entre centro y periferia en la Iglesia. En un concilio celebrado en Roma y organizado por la Curia romana, los obispos lograron, desde el principio, superar los controles puestos por la Curia y a dar al concilio una impronta diferente a la esperada por los gestores del statu quo. Desde el segundo día del Vaticano II, con el aplazamiento de las elecciones de los miembros de las comisiones conciliares, quedaron claros los límites del control que la Curia romana podía ejercer sobre la reunión de todo el episcopado mundial: si el primer período conciliar no afrontó directamente la cuestión de la función de la Curia y del papado, la experiencia conciliar constituyó un elemento de primera importancia en los debates de los períodos sucesivos.




    En la primera reunión entre sesiones (enero-agosto de 1963), el concilio debatió la cuestión de las relaciones entre el centro y la periferia en la Comisión de coordinación. El cardenal de Múnich, Döpfner, en la reunión del 26 de enero de 1963, pidió a la Comisión de coordinación que revisara el esquema De episcopis en el capítulo I sobre las relaciones con las Congregaciones romanas, en el capítulo II sobre las dimisiones de los obispos y en el capítulo III sobre las Conferencias Episcopales.




    La segunda sesión del concilio se concentró sobre la cuestión, no solo con el debate eclesiológico de octubre de 1963 sobre el esquema De ecclesia (después Lumen gentium), sino también con algunos actos de Pablo VI, en particular su discurso a la Curia romana el 21 de septiembre de 1963. En este discurso, el Papa mostraba su deseo de que la Curia colaborara en la reforma del gobierno central de la Iglesia, que se estaba debatiendo en el concilio, y apoyara la «asociación» de los obispos residenciales a las Congregaciones curiales romanas; pero al mismo tiempo, el Papa había asegurado a los miembros de la Curia que no haría ninguna reforma en contra de ellos4. Las reacciones del concilio al discurso fueron diversas: algunas entusiastas, otras escépticas. Fue profético el juicio del historiador del concilio de Trento, Hubert Jedin, según el cual «una internacionalización del aparato de la Curia sería salir de Guatemala y meterse en Guatapeor, porque, por experiencia, los extranjeros romanizados son más intolerantes que los italianos»5.




    El discurso de Pablo VI representó solo la apertura del debate, durante la sesión conciliar de 1963, sobre la reforma de la Curia romana y de sus relaciones con el papado. En los meses de octubre-noviembre de 1963, el debate sobre la colegialidad episcopal y sobre el esquema De episcopis representaría el punto más álgido del análisis del concilio sobre la evolución del modelo de gobierno de la Iglesia en el tiempo. El concilio abría el camino a una reforma de las relaciones entre el Papa, la Curia romana y los obispos, sobre la base de un nuevo consenso eclesiológico basado en la colegialidad episcopal y sobre el principio de que los obispos poseen todas las facultades necesarias para el gobierno ordinario de sus diócesis. Junto a estos elementos, establecidos en aquel otoño de 1963, emergieron otros elementos en el debate que se establecerían en las sesiones sucesivas del concilio: una consolidación de las Conferencias Episcopales nacionales y la redefinición de las circunscripciones eclesiásticas, especialmente de las diócesis. Pero también había aparecido una cuestión nueva, a saber, la idea de la creación de un «consejo episcopal» o «consejo apostólico» que ayudara al Papa —por encima de la Curia romana— en el gobierno de la Iglesia universal.




    Pero la eclesiología de Pablo VI llevaría muy pronto el debate (y sobre todo su traducción en la legislación canónica posconciliar) hacia una dirección más moderada. El motu proprio Pastorale munus del 30 de noviembre de 1963, sobre las nuevas facultades concedidas a los obispos, acataba algunas exigencias expresadas por los obispos durante el debate en el aula, pero acogía sustancialmente las propuestas contenidas en los documentos de la fase preparatoria del concilio que habían sido duramente criticadas por los obispos en el aula conciliar. A su modo, Pablo VI respondía a las exigencias del concilio, pero también a la intimidación contra la mayoría reformadora procedente de los sectores conservadores que acusaban de «episcopalismo jansenista» a los promotores de la colegialidad.




    Entre 1964 y 1965, muchos observadores hablaban de la creación del nuevo «Consejo central de los obispos» como de una obra que ya estaba en proyecto. En la primavera de 1965 se planteó la cuestión de la reforma del Colegio Cardenalicio y de convertirlo de nuevo en un órgano del gobierno de la Iglesia universal, o de crear un nuevo «Consilium Centrale Episcoporum» por encima de la Curia6. El concilio no aprobó la iniciativa, que, sin embargo, volvió por sus fueros brevemente en los años inmediatamente posconciliares, cuando algunos cardenales lanzaron la propuesta de un Colegio Cardenalicio electivo del que formaran parte también los presidentes de las Conferencias Episcopales nacionales7. El cardenal de Múnich descartó la hipótesis de una reforma del Colegio Cardenalicio, pero avanzó la propuesta de crear un «Consilium Episcoporum» formado por entre 40 y 50 miembros (las Conferencias Episcopales más grandes tendrían un representante cada una, y las más pequeñas se pondrían de acuerdo para tener un representante común). Este órgano tendría la función de representar a los obispos y a las Conferencias Episcopales ante el romano pontífice, sin que ello limitase los poderes primaciales. El cardenal Döpfner aconsejó dejar a las Conferencias Episcopales el ius præsentandi o el derecho a elegir los miembros del «Consejo», cada uno con un mandato temporal (5 años), mientras que los patriarcas orientales serían miembros de derecho, y avanzó la hipótesis de incluir en el nuevo Consejo a los prefectos o los secretarios de los dicasterios de la Curia romana con el objetivo de crear una «fructosa collaboratio» entre el nuevo «Consejo de obispos» y la Curia. Döpfner hablaba también en nombre de la Conferencia Episcopal Alemana, que no veía deseable una reforma del Colegio Cardenalicio.




    Pero en estos mismos meses, Pablo VI estaba ya elaborando el «Synodus Episcoporum», que el Papa anunciaría al concilio en la apertura del cuarto período con el motu proprio Apostolica sollicitudo (15 de septiembre de 1965), como clara prevención con respecto a las propuestas más radicalmente reformadoras del concilio, de la comisión de episcopis y del borrador del decreto Christus Dominus8. Las propuestas de Döpfner sobre la creación de un «consejo episcopal reducido» por encima de la Curia no fueron acogidas por el Papa. La vía elegida por Pablo VI fue la de crear un «Synodus Episcoporum» puramente consultivo, una opción que implicaba el rechazo a la exigencia conciliar de crear un «Consejo de obispos» en torno al Papa, pero también el rechazo al vago proyecto de reforma del Colegio Cardenalicio como «Senatus Romani Pontificis»9.
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